STJSL-S.J. – S.D. Nº 020/16.-

---En la Ciudad de San Luis, a diecisiete días de febrero de dos mil dieciséis, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “LUDUEÑA ELINA BEATRIZ c/ CEMENTOS AVELLANEDA S.A. s/ COBRO DE PESOS-LABORAL - RECURSO DE CASACION” - IURIX Nº 194926/10.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ.- 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas? 

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que a fs. 234/239 vta., se presenta el apoderado de la parte actora y funda Recurso de Casación interpuesto a fs. 232 y vta., contra la sentencia R. LABORAL N° 189 de fecha 18/12/14 (fs. 226/229), dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones, Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 2 de la Primera Circunscripción Judicial, por la cual se rechaza el recurso de apelación, confirmando la sentencia del Primera Instancia.
Manifiesta, que funda el recurso en las causales enumeradas en los incs. a y b del art. 287 del CPC y C. 
Concretamente se agravia, ante la aplicación de una disposición normativa (art. 245 LCT), que no resulta de “aplicación” por referirse a una situación de hecho distinta al caso, produciendo una “doble reducción“ por aplicación de topes salariales innecesarios y no previstos por el art. 248 LCT.
En este primer punto sostiene, que la Excma. Cámara ha fundando la sentencia en la mera voluntad del Juzgador, apartándose inequívocamente de las normas de aplicación legal correspondientes, arts. 247 y  248 de la LCT

Asimismo, alega que el Tribunal de Apelación ha interpretado erróneamente el art. 248 LCT, entendiendo que éste al remitirse al art. 247 de la misma ley, se enmarca en toda doctrina de aplicación al art. 245 LCT y es de aplicación, a su criterio, todo tope y limitación, aun cuando en el caso ello resulte un perjuicio al trabajador.

Expresa, que es evidente que el supuesto fáctico y de derecho, indicado en el art. 248 de la LCT -fallecimiento del trabajador- es distinta por naturaleza y propio régimen legal, a las situaciones de extinción por fuerza mayor o por falta o disminución de trabajo. Los distintos supuestos de “hecho”, admiten situaciones distintas de “derecho”, arts. 245, 247 y 248 LCT.

Que en consecuencia, concluye, que es claro que la indemnización dispuesta por el art. 248 de la LCT, por muerte de trabajador, debe resultar igual a la prevista por el art. 247 de la LCT, o sea a la mitad del art. 245, sin aditamentos de limitaciones, topes legales, aplicaciones analógicas o interpretativas, que conllevan a situaciones perjudiciales al trabajador o causahabientes. 
2) Que corrido traslado a la contraria, ésta contesta el mismo a fs. 242/247, solicitando el rechazo del recurso con costas.

Considera que si bien la actora invoca las causales de art. 287 del CPC y C, toda la argumentación está referida a una mera disconformidad con el fallo atacado por resultar adverso a sus pretensiones; un desacuerdo con la liquidación abonada según pautas que la misma ley ha establecido para ello, es materia ajena al recurso intentado -art. 288 CPC y C.- 
Sostiene que, no es cierto que el art. 247 de la LCT omite fijar el procedimiento para la determinación de la indemnizatoria, por el contrario dispone “…el trabajador tendrá derecho a percibir una indemnización equivalente a la mitad de la prevista en el art. 245”. Que el citado artículo fija las pautas de cálculo: “…éste deberá abonar al trabajador una indemnización equivalente a UN (1) mes de sueldo por cada año de servicio o fracción mayor de TRES (3) meses, tomando como base la mejor remuneración mensual, normal y habitual devengada durante el último año o durante el tiempo de prestación de servicios si éste fuera menor. Dicha base no podrá exceder el equivalente de TRES (3) veces el importe mensual de la suma que resulte del promedio de todas las remuneraciones previstas en el convenio colectivo de trabajo aplicable al trabajador, al momento del despido, por la jornada legal o convencional, excluida la antigüedad”, es decir, que del juego armónico de los arts. 245, 247 y 248 de la LCT, resulta con claridad cómo se realizó el cálculo de la indemnización y de hecho se abonó a la actora. 
Concluye, que la liquidación abonada en autos es la prevista en el art. 248 de la LCT, que contempla para el caso de muerte del trabajador, que éste tendrá una indemnización igual a la prevista en el art. 247 de la LCT. Este último dispone “…el trabajador tendrá derecho a percibir una indemnización equivalente a la mitad de la prevista en el art. 245”,  y el art. 245 LCT fija las pautas para el cálculo indemnizatorio. Que en consecuencia, la Excma. Cámara no ha interpretado erróneamente la norma legal aplicable.
3) Que a fs. 260 y vta., dictamina el Sr. Procurador General, expidiéndose por la procedencia del recurso de casación, en razón a los argumentos que expone y que se dan por reproducidos en honor a la brevedad.
4) Que corresponde determinar si se ha dado cumplimiento a las exigencias establecidas por los arts. 286 y ss. del CPC y C., a los efectos de la admisión del recurso en estudio.

Que del estudio de las constancias de la causa, surge que ha sido impetrado y fundado en tiempo, contra una sentencia definitiva. La recurrente se encuentra eximida del pago del depósito, gozando del beneficio de gratuidad, por lo que se ha dado cumplimiento a las exigencias contenidas en los arts. 286 y 289 del CPC y C.; debiendo considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el art. 301, inc a, del CPC y C., que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URIA, Dijo: 1) Este Alto Cuerpo tiene establecido jurisprudencialmente en el sentido que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. Fallo ut-supra citado).-

Que respecto al medio impugnaticio intentado, cabe recordar al maestro Calamandrei en su obra: “Estudio sobre el proceso civil” (Edit. Bibliográfica Argentina, 1961, Buenos Aires), en cuanto afirma que el recurso de casación es una acción de impugnación, que se propone ante el órgano jurisdiccional supremo para obtener la anulación de una sentencia de un juez inferior, que contenga un error de derecho en la decisión de mérito. El recurso no se concede contra toda sentencia injusta, sino contra aquellas cuya injusticia provenga de un error de derecho y se excluye el posible error en la determinación de las circunstancias de hecho, del caso sometido a juicio. Con la casación se solicita el reexamen de la sentencia para aplicar, en su caso, la corrección jurídica juzgando la legalidad de la misma y asegurando la recta y uniforme aplicación de la ley. (S.T.J.S.L. fallo “MASOERO CARMINE S.R.L. c/ ALDO RAFAEL AYELLO – CONSIGNACION - RECURSO DE CASACIÓN”, 12-12-2000), debiendo surgir ello de los agravios esgrimidos por la recurrente.-

Que en armonía a lo que prescribe el art. 301 inc b del C.P.C y C., debe dilucidarse si en la resolución recurrida existen alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado, y si el escrito de fundamentación se basta asimismo, caso contrario el recurso deducido no podría prosperar (STJSL,  “Kravetz Elias Samuel  c/ Edesal S.A. – D. y P. - Recurso de Casación”, 17-05-2007).

2) En el examen de las cuestiones propuestas, resulta necesario determinar como cuestión central, si en el presente caso corresponde o no la aplicación del tope indemnizatorio dispuesto en el art. 245 de la LCT. 
La jurisprudencia tiene dicho al respecto: “A los fines del control de constitucionalidad del art. 245, LCT, la modulación decisoria de los tribunales ordinarios recibe las secuelas del acotamiento proveniente del fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso "Vizzoti, Carlos A. C/AMSA S.A. s/Despido" (sent. del 14-IX-2004), toda vez que la doctrina allí sentada importa el establecimiento de una inteligencia suficientemente unívoca y, entonces, generalizable, del precepto en cuestión, con aptitud para expandir sus efectos a una gran cantidad de supuestos que pudieran quedar atrapados en la aplicabilidad del tope indemnizatorio. Al margen de toda otra consideración, tal pauta brinda certidumbre y previsibilidad en lo tocante a la cuantía de la reparación, y por tanto, razones de economía y celeridad procesal aconsejan su seguimiento”.
“A partir del fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso "Vizzoti, Carlos A. c/AMSA S.A. s/Despido", sent. del 14-IX-2004, el porcentual máximo de reducción del salario mensual normal y habitual del trabajador -esto es, el 33%- opera como una base o un límite en principio infranqueable para definir la validez constitucional del tope indemnizatorio regulado en el art. 245, L.C.T., y no deja, pues, mayor margen para ponderar otros parámetros a los fines de establecer el test de razonabilidad y la proporcionalidad de la restricción en el caso concreto (Art. 28, C.N.); (JUBA, sum. B50776 y B50777; SCBA, L 85997 S 7-2-2007, “Pricolo, Carlos Carmelo c/ Cartonex Bernal S.A. y otro s/ Despido”; http://www.scba.gov.ar/nuevositio/index.php, acceso el 1-07-08). El resaltado me pertenece. 
La indemnización prevista en el art. 248 de la Ley de Contrato de Trabajo, tiende a paliar la situación de desamparo de la familia del trabajador fallecido, originada por la pérdida de los ingresos con que el causante subvenía sus necesidades. Protege a los derechohabientes del trabajador dependiente y de las personas asimiladas por ley a los mismos, por lo que su máxima inspiración se encuentra en la seguridad social.
Que de la lectura de la sentencia en crisis, como de interpretación literal del art. 248 de la LCT; advierto que la Excma. Cámara ha analizado los aspectos necesarios para concluir, que el presente caso no resulta de excepción en la aplicabilidad del tope indemnizatorio reglado en el  art. 245 LCT. 
Que en efecto, la Ley de Contrato de Trabajo, prevé en su art. 248 la indemnización que corresponde por fallecimiento del trabajador, remitiendo a “una indemnización equivalente a la mitad de la prevista en el artículo 245”, cuyo cálculo se determina claramente en su segundo párrafo: “Dicha base no podrá exceder el equivalente de TRES (3) veces el importe mensual de la suma que resulte del promedio de todas las remuneraciones previstas en el convenio colectivo de trabajo aplicable al trabajador, al momento del despido, por la jornada legal o convencional, excluida la antigüedad. Al MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL le corresponderá fijar y publicar el promedio resultante, juntamente con las escalas salariales de cada Convenio Colectivo de Trabajo”, lo resaltado me pertenece. 
Que en esta línea, estimo correcta la apreciación realizada por los Sres. Magistrados en ambas instancias, correspondiendo rechazar el recurso intentado, toda vez que la demandada ha liquidado y pagado a la derechohabiente, conforme lo dispone el art. 248 de la LCT, y de acuerdo a los topes indemnizatorios acordados en el marco del Convenio Colectivo N° 54/89 y  fijados por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación -ver fs. 19/22-; topes que en los términos del párrafo tercero del art. 245 de la LCT, resultan igualmente aplicables al caso; no obstante alegar la actora que su marido se encontraba excluido del mismo. “Para aquellos trabajadores excluidos del convenio colectivo de trabajo el tope establecido en el párrafo anterior será el del convenio aplicable al establecimiento donde preste servicios o al convenio más favorable, en el caso de que hubiera más de uno”. Lo subrayado me pertenece.
Que en consecuencia, entiendo que es correcta la aplicación e interpretación del derecho realizada en el fallo impugnado, compartiendo los precedentes jurisprudenciales citados, no observándose error en la interpretación como lo sostiene la recurrente; por el contrario se observa que la sentencia luce sólidamente fundada por lo cual el reproche resulta inaudible. 
“Más allá de la diversa naturaleza que puedan tener la indemnización prevista en el art. 245, LCT, y la establecida en el art. 248 del mismo cuerpo legal, lo cierto es que esta última norma, a fin de determinar la cuantía del beneficio que prevé, establece un módulo de cálculo que -por vía del art. 247, LCT- remite a las pautas fijadas en el art. 245 mencionado. Dado que el citado art. 248 no efectúa ninguna aclaración respecto a que no deba aplicarse el tope, debe entenderse que dicho módulo de cálculo comprende a la limitación en cuestión”. (Salazar, Orlando y otros vs. Cartbox S.A. s. Indemnización por fallecimiento /// Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo Sala II; 29-09-2008; Boletín de Jurisprudencia de la CNTrab.; RC J 4074/08. www.rubinzal.com.ar).
Por ende, no corresponde en esta oportunidad juzgar los motivos que formaron la convicción del Tribunal que dictó la sentencia impugnada, señalándose al respecto que: “es insuficiente que el recurso se limite a exteriorizar la discrepancia con las conclusiones del fallo, siendo menester que se demuestre que se haya incurrido en flagrantes incoherencias o la infracción de las leyes de la lógica. Lo contrario es obligar a inferencias impropias de este recurso” (STJSL, Nº 42/06 “Trejo Claudia Marcela y Otro c/ Ranquel Gas S.R.L. y/o Quien Corresponda – Demanda Laboral – Recurso de Casación” 3-08-06).

3) Debe subrayarse que la finalidad de carácter general que reviste el recurso de casación, es conseguir la uniformidad de la jurisprudencia, y la finalidad específica es la de obtener la nulidad de una sentencia, que por errónea aplicación o interpretación de la norma legal sustantiva, en el caso concreto fijado en sentencia definitiva por el Tribunal de mérito.
Al respecto, se tiene dicho que asumir facultades de los tribunales de mérito, es crear una tercera instancia ordinaria. No puede pretenderse que por el recurso de casación se llegue a este punto con el fin de reeditar la justicia material de la sentencia de los Tribunales de grado, sino “el restablecimiento del imperio de la Ley, y lleva por consiguiente una función pública con prescindencia de los intereses de las partes” (Cfr. STJSL, “Romero Roque Daniel – Recurso de Casación”, 29-11-05, “Baigorria Silvia Graciela c/ Saisa. – Demanda Laboral- Recurso de Casación”, 27-03-2007, entre otros).
En definitiva y como consecuencia de lo expuesto, se considera que la Excma. Cámara no ha omitido aplicar el derecho correspondiente al caso, ni tampoco que se haya interpretado o aplicado erróneamente la normativa vigente, surgiendo así que no se dan los presupuestos señalados en el art. 287 CPC y C., por lo que corresponde desestimar el recurso articulado.
Por ello, VOTO a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el recurso de casación articulado.  ASI LO VOTO.
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Costas al recurrente vencido. ASI LO VOTO.
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:
                                                                                                                                 ///…

///…
San Luis, diecisiete de febrero de dos mil dieciséis.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación articulado.

II) Costas al recurrente vencido.
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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